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Decisión: Niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEMORA PARA RESOLVER SOLICITUD DE LIBERTAD / SUPERACIÓN DEL TÉRMINO DE LEY / JUSTIFICACIÓN DE LA MORA POR EXCESO DE CARGA LABORAL / OBLIGACIÓN DE LOS JUECES DE RESOLVER LAS PETICIONES EN ESTRICTO ORDEN DE INGRESO AL DESPACHO.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto se concentra en el hecho de que al accionante a la fecha no se le ha resuelto la solicitud que hiciera el 12 de diciembre de 2019, pidiendo se reconozca en su favor la libertad condicional por cumplir con los requisitos legales establecidos en el art. 64 del C.P., ni tampoco las que en igual sentido deprecara reiteradamente en el pasado, se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal, en donde se señala que los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad cuentan con un término de 8 días siguientes a la recepción de la solicitud para resolver de fondo las peticiones de libertad condicional, siempre y  cuando estas vengan acompañadas de toda la documentación necesaria para soportarla…
En ese orden de ideas, si nos atenemos a que el accionante impetró su nueva solicitud de libertad condicional el 12 de diciembre de 2019, se hace evidente que ese término de 8 días se encuentra ampliamente superado sin que la misma se haya resuelto de fondo, lo que daría pie para afirmar que el Despacho accionado se encuentra incurso en mora judicial; sin embargo, no puede la Sala aseverar tal cosa de una manera ligera, desconociendo con ello la situación de caótica congestión judicial que por estos días vive ese Juzgado…
Atendiendo esa situación, resulta preciso recordar lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998: “Es obligatorio para los jueces dictar las sentencias exactamente en el mismo orden en que hayan pasado los expedientes al despacho para tal fin sin que dicho orden pueda alterarse, salvo en los casos de sentencia anticipada o de prelación legal”; en igual sentido encontramos lo establecido en el numeral 12 del art. 34 de la ley 734 de 2002 “Código Disciplinario Único”, vigente a la fecha, que  señala como deber de los servidores públicos el “Resolver los asuntos en el orden en que hayan ingresado al despacho, salvo prelación legal o urgencia manifiesta…”.
Bajo esa perspectiva, se debe señalar entonces que si bien es cierto el Juzgado accionado puede estar excediendo el plazo razonable para resolver el pedido de libertad del condenado accionante, ello no puede tomarse como una dilación injustificada de los términos, pues con lo dicho en precedencia, es viable decir que estamos ante una situación de excepcional de mora judicial justificada por el cúmulo de trabajo que el Despacho encartado tiene en estos momentos…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil veinte (2020) 
Hora: 2:10 p.m. 
Aprobado por Acta No. 38  

	Radicación: 
	660012204000-2020-00001-00

	Accionante: 
	Guillermo León Úsuga Jaramillo 

	Accionado: 
	Juzgado 4º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	 Niega



ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por parte del señor GUILLERMO LEÓN ÚSUGA JARAMILLO, en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al acceso a la administración de justicia. 
ANTECEDENTES: 

Se tienen como relevantes los siguientes: 

Narró el accionante que desde el 13 de mayo de 2019 ha venido radicando varias solicitudes ante el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad de la ciudad, encaminadas a que se le otorgue el subrogado de libertad condicional, se le reconozcan redenciones de pena, y se resuelva un recurso ordinario; sin lograr obtener una respuesta real y oportuna. 
Refirió que la Sala Penal de la Corte, en un cambio de jurisprudencia, dictó la Sentencia STP-15806-2019 del 19 de noviembre de 2019, mediante la cual le anuló a la accionada una decisión que negaba la libertad condicional a un condenado que reunía todos los requisitos de ley, obligando con ello a ese Despacho a cambiar su postura jurídica en dicho tema; sin embargo, contó que a él se le ha negado la aplicación de las directrices trazadas por la Corte Suprema de Justicia. 
PRETENSIONES:
Acorde con los hechos narrados en precedencia, el accionante pidió que se amparen sus derechos fundamentales; y en consecuencia, se le ordene al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que resuelva las peticiones formuladas por él, en especial la de libertad condicional.  

TRÁMITE PROCESAL:

El Despacho ponente avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 14 de enero hogaño, mediante el cual se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además se vinculó oficiosamente al apoderado del accionante. 
INTERVENCIONES:

Dentro del término de traslado, el Dr. Gustavo Ríos Ospina, apoderado del accionante, coadyuvó las pretensiones formuladas en el libelo; si bien el profesional del derecho reconoció que la valoración de la gravedad de la conducta, al momento de decidir lo concerniente a la libertad condicional de una persona es un mandato legal, la tensión se presenta en la interpretación que sobre dicha valoración tienen los Jueces de Ejecución de Penas, pues no por dicha razón se puede desconocer el proceso de resocialización que cumple el sentenciado al estar privado de su libertad; entonces, considera que se debe realizar un ejercicio de ponderación, de conformidad con el principio pro homine, así como de progresividad y proporcionalidad de la ley penal. 
De igual manera, argumentó que al parecer los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad están errando al momento de interpretar la prevención general, y la confunden con la gravedad de la conducta, omitiendo que esta última ya fue sancionada al momento del reproche penal. 

En consecuencia, pidió que se tutele el derecho del accionante a que se valore la conducta, pero de conformidad con los principios de progresividad, proporcionalidad y de los fines de la pena. 

El Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad allegó un memorial mediante el cual explicó que el señor Úsuga Jaramillo ya había promovido anteriormente una acción de tutela, cuyo conocimiento fue asumido por esta Sala de Decisión, con ponencia del Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, en la que pedía que se le reconociera el subrogado de libertad condicional. Ahora, en esta oportunidad reprocha el que ese Despacho no resuelva nuevas peticiones de libertad condicional, redención de pena, así como un recurso de apelación. 
Con respecto a dichas solicitudes, refirió ese Juzgado que desde el 2 de diciembre de 2019 se encuentra a Despacho una solicitud de redención de pena, así como una petición de libertad condicional que ingresó el 12 de diciembre, la cual se encuentra en el turno Nro. 13 para resolver.  
De igual manera, ese Despacho puso de presente que en el mes de diciembre se presentaron circunstancias que alteraron el normal funcionamiento de esa oficina, dado que entre el 25 de noviembre y el 21 de diciembre el asistente jurídico disfrutó de su período vacacional, sin que en su reemplazo se hubiese podido nombrar a alguien por falta de presupuesto para ello, los practicantes de consultorio jurídico solo asistieron hasta la segunda semana de noviembre, la Oficial Mayor tuvo que ser intervenida quirúrgicamente de emergencia, por lo que a partir de ese momento se le tuvo que nombrar reemplazo, a lo que se debe aunar que debido al período de vacancia judicial, en el mes de diciembre ingresaron a ese Despacho 86 acciones de tutela, trámites que por su perentorio término de resolución desplazan a los demás asuntos que maneja ese Despacho. 
Todo lo anterior explica que no se haya podido dar respuesta a todas las peticiones de libertad condicional que se encuentran allí radicadas, dado que hay 49 peticiones idénticas, 22 de prisión domiciliaria, 108 de redención de pena, 8 de permiso de 72 horas, 22 de revocatoria de beneficios administrativos, 3 de acumulación jurídica de procesos, 6 de liberación definitiva de la pena, 34 de peticiones varias y 60 para avocar conocimiento. 

De igual manera, argumentó que no ha vulnerado los derechos reclamados por el actor, dado que el hecho de no haber resuelto las anteriores solicitudes de libertad condicional, se debe a que ese era el criterio que hasta hace poco manejaba la Corte Suprema de Justicia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico a resolver: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si el Despacho accionado viene conculcando los derechos fundamentales del señor Guillermo León Úsuga Jaramillo, por no haber resuelto a la fecha la nueva petición que Él elevara para que le sea concedida la libertad condicional a la cual cree tener derecho.
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto se concentra en el hecho de que al accionante a la fecha no se le ha resuelto la solicitud que hiciera el 12 de diciembre de 2019, pidiendo se reconozca en su favor la libertad condicional por cumplir con los requisitos legales establecidos en el art. 64 del C.P., ni tampoco las que en igual sentido deprecara reiteradamente en el pasado, se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal, en donde se señala que los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad cuentan con un término de 8 días siguientes a la recepción de la solicitud para resolver de fondo las peticiones de libertad condicional, siempre y  cuando estas vengan acompañadas de toda la documentación necesaria para soportarla, pues de faltar algún documento de los necesarios para el análisis, se deberá diferir la solución de la misma hasta tanto se obtenga los anexos faltantes. 

En ese orden de ideas, si nos atenemos a que el accionante impetró su nueva solicitud de libertad condicional el 12 de diciembre de 2019, se hace evidente que ese término de 8 días se encuentra ampliamente superado sin que la misma se haya resuelto de fondo, lo que daría pie para afirmar que el Despacho accionado se encuentra incurso en mora judicial; sin embargo, no puede la Sala aseverar tal cosa de una manera ligera, desconociendo con ello la situación de caótica congestión judicial que por estos días vive ese Juzgado, por tal razón se debe considerar lo informado por su titular, al señalar en su respuesta las razones que le han impedido ser célere en la adopción de decisiones como la reclamada por el accionante, en especial por la presentación masiva de acciones de tutela y otro tipo de solicitudes en la temporada de vacancia judicial, lo que implica que cada uno de esos asuntos se deba resolver de acuerdo al turno en que se recibieron en esa Oficina. 

Atendiendo esa situación, resulta preciso recordar lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998: “Es obligatorio para los jueces dictar las sentencias exactamente en el mismo orden en que hayan pasado los expedientes al despacho para tal fin sin que dicho orden pueda alterarse, salvo en los casos de sentencia anticipada o de prelación legal”; en igual sentido encontramos lo establecido en el numeral 12 del art. 34 de la ley 734 de 2002 “Código Disciplinario Único”, vigente a la fecha, que  señala como deber de los servidores públicos el “Resolver los asuntos en el orden en que hayan ingresado al despacho, salvo prelación legal o urgencia manifiesta…”. 

Así las cosas, es claro que aunque resulta entendible la premura del accionante para que le resuelvan de fondo su pedimento de libertad condicional, es igual de comprensible la situación en que se encuentra el Despacho accionado, pues no se debe olvidar que dicho Juzgado además de las recientes 49 solicitudes de libertad condicional que se encuentran a Despacho, ingresaron también en ese mes 86 acciones de tutela, cuyo término inexorable de resolución es de 10 días hábiles, situación que hace que se retarde más la solución de las solicitudes de los penados cuya pena vigila ese Juzgado. 

Bajo esa perspectiva, se debe señalar entonces que si bien es cierto el Juzgado accionado puede estar excediendo el plazo razonable para resolver el pedido de libertad del condenado accionante, ello no puede tomarse como una dilación injustificada de los términos, pues con lo dicho en precedencia, es viable decir que estamos ante una situación de excepcional de mora judicial justificada por el cúmulo de trabajo que el Despacho encartado tiene en estos momentos; sobre el tema ha dicho la jurisprudencia que: 

“De acuerdo a lo que aparece en el proceso, la mora judicial en que se incurre por la accionada tiene origen en la excesiva carga de trabajo que imposibilita cumplir su función judicial en forma pronta y oportuna, dentro de los términos legales. En efecto, según el oficio que obra a folio 11 del expediente, el magistrado José Alfonso Isaza Dávila, quien reemplazó a la titular para la fecha en que se suscribió, por licencia que le fuera concedida, señala que al despacho se encuentran para fallo 250 expedientes, radicados todos ellos con anterioridad al de la demandante, y que en tal sentido estos deben ser fallados en estricto orden de llegada. De esta forma, en el asunto sub examine no se encuentra acreditado debidamente que la mora judicial alegada por la demandante tiene como causa una dilación injustificada. Por el contrario, ello obedece a las razones anotadas, con lo cual no sería procedente tutelar el derecho de la demandante frente a la ausencia de la comprobación de los hechos que se esgrimen como sustento de la acción instaurada”.

De la configuración de la causal de exclusión de la responsabilidad de la fuerza mayor.- Descendiendo al caso en estudio por la Sala, confrontada la carga laboral y las estadísticas de la Funcionaria investigada, resulta demostrada su buena producción diaria, configurándose la justificación de sus conductas bajo la estimación que le era imposible evacuar todos los asuntos a su cargo y, de otra parte, estaba ocupada en resolver otros tantos que tenía asignados. 
Entonces, se materializa la causal eximente de responsabilidad por haberse consumado el hecho bajo fuerza mayor. Al efecto, el artículo 64 del Código Civil, modificado por el artículo 1º de la Ley 95 de 1890, la define como “el imprevisto a que no se puede resistir...” y es un hecho notorio la congestión de la mayoría de los despachos judiciales, que si bien es previsible para quienes diseñan la política judicial del país, no lo es para el funcionario que dispensa justicia y recibe a diario muchas denuncias, quejas y requerimientos, que se vuelven miles por lo que no les es posible prever tales situaciones y, además, ante la estructura funcional y la carencia de personal no le es dable despacharla oportunamente.

De tal manera, la presunta mora en el trámite del proceso disciplinario 2008-00421, a cargo de la aquí investigada, no la ha causado intencional o culposamente, sin que sea dado exigirle lo imposible, razón por la cual, su conducta no será objeto de reproche disciplinario, pues es evidente que no actuó con culpabilidad. 

En igual sentido, la CSJ en su Sala de Decisión de tutelas No. 2 de la Sala de Casación Penal, en providencia del 29 de enero del 2018, respecto a la mora judicial expuso lo siguiente: 

“… la jurisprudencia constitucional ha establecido que la mora judicial resulta injustificada, y por lo tanto quebranta garantías de orden superior, al reunirse los siguientes requisitos: «(i) el incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación por parte del funcionario competente, (ii) la falta de motivo razonable y prueba de que la demora es debida a circunstancias que no puede contrarrestar y directamente relacionada con el punto anterior, (iii) la omisión en el cumplimiento de sus funciones por parte del trabajador [judicial], debida a la negligencia y desidia respecto de sus obligaciones en el trámite de los procesos» (Sentencia T – 1249 de 2004).

Como contrapartida, la tardanza en el desarrollo de la función jurisdiccional se califica como justificada cuando «se está ante asuntos de alta complejidad en los que se demuestra de manera integral una diligencia razonable del juez que los atiende [o] se constata la existencia de problemas estructurales, de exceso de carga laboral u otras circunstancias que pueden ser catalogadas como imprevisibles e ineludibles» (Sentencia T – 803 de 2012).

La aplicación del marco jurisprudencial reseñado al asunto bajo examen, revela que no ha operado el fenómeno conocido como mora judicial injustificada. Ciertamente, se ha excedido el plazo legal para resolver el asunto puesto a consideración de la judicatura, pero no es posible afirmar que ello obedezca al incumplimiento negligente o deliberado de la función de administrar justicia.

Según se determinó durante el trámite, tras la celebración de la audiencia de sustentación de la alzada, el 10 de febrero de 2011, el Magistrado a quien se asignó el asunto se ausentó de su cargo por incapacidad médica, y quien lo reemplazó tuvo que declarar su impedimento por haber dictado el fallo de primer grado, esto último el 4 de octubre de 2013. El 8 de octubre siguiente, otro funcionario de igual categoría declaró fundada la causal impeditiva y asumió el conocimiento del asunto.

Desde ese momento hasta la actualidad, a dicho Magistrado le han sido repartidos 206 procesos ordinarios (apelación de autos y sentencias, sin contar actuaciones de primera instancia y acciones constitucionales), de los cuales ha resuelto 194. Cuando el expediente del accionante arribó a su oficina, le correspondió el turno No. 257 de decisión, hoy en día se encuentra en el puesto No. 68.

Entonces, es claro que la causa fundamental de la tardanza no es la voluntaria o descuidada inactividad de la autoridad accionada, sino algunas situaciones de orden procesal (incapacidad del primer Magistrado ponente, declaratoria de impedimento de quien lo reemplazó, etc.), e igualmente la congestión judicial existente en el despacho demandado, que junto con el presente, tiene a su cargo una enorme cantidad de expedientes pendientes de decisión, los cuales ha evacuado en la medida de sus posibilidades.

En tales condiciones, no es posible atender la pretensión del demandante, no sólo porque ello constituiría una intromisión indebida del juez de tutela, sino además, y fundamentalmente, en vista de que con tal determinación se vulneraría el derecho a la igualdad de muchos ciudadanos que se encuentran en la misma situación que el actor, y a la postre, conduciría a agravar el problema de la mora judicial. Sobre el particular, ha dicho reiteradamente la Corte Constitucional:

La crisis judicial por causa de la hiperinflación procesal afecta por igual a todos los titulares de derechos litigiosos. Virtualmente, todas las personas que esperan un fallo judicial tienen comprometidos sus intereses personales en la pretensión que elevan o contra la que se defienden, y no es inusual que dichas personas sean sujetos de especial protección, personas de la tercera edad, niños, sujetos discapacitados, etc.

 Si el juez de la causa o el juez de tutela no someten a un riguroso análisis el caso y sobre la base de un estudio ligero autorizan la alteración de los turnos para fallo, el sistema de turnos se enfrenta a un irremediable colapso. En efecto, la “fila” hecha por los expedientes que esperan turno de fallo está erigida sobre una lógica justa: el orden sucesivo de recepción del expediente. Sin embargo, la solicitud de prelación elevada sobre las condiciones personales del demandante subvierte la lógica del orden sucesivo y, en cambio, depende de una dinámica incierta, generalmente derivada de la prontitud con que el titular del derecho litigioso presenta su solicitud. 

Visto así el problema, incluso sujetos de especial protección constitucional necesitados de una pronta decisión judicial podría verse desplazados por otros menos vulnerables que sin embargo presentaron su requerimiento de prelación con mayor prontitud y obtuvieron, por esa sola razón, un fallo inmediato. Un riesgo adicional que se corre si las prelaciones que se solicitan por vía de tutela no se conceden en circunstancias excepcionalísimas es el de la creación por esa vía de listados prevalentes paralelos que podrían verse afectados por una congestión similar. (Sentencia T – 945 A de 2008, entre muchas otras en el mismo sentido).”

A la luz de lo dicho, es claro para esta Colegiatura que la situación anómala de congestión judicial que en la actualidad está viviendo el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, implica que no puedan resolverse con la celeridad esperada las peticiones de los condenados, en especial aquellas relacionadas con su posible libertad, como es el caso de la impetrada por el accionante, razón por la cual se encuentra justificada la demora en la decisión de fondo del asunto del actor, y mal haría esta Corporación en ordenar que se alteren los turnos en que ingresaron esas 49 peticiones de libertad condicional para que se resuelva de manera prioritaria la del libelista, quien se encuentra en la misma situación de los demás condenados que pidieron lo mismo que él, además hacer tal cosa, resultaría en una afectación del derecho a la igualdad de todos los demás petentes que esperan que sus solicitudes sean igualmente resueltas de manera pronta.  

De conformidad con lo dicho en precedencia, la solicitud de amparo constitucional reclamada se habrá de negar, al no advertirse que el Despacho accionado esté vulnerando los derechos fundamentales del señor Guillermo León Úsuga Jaramillo, pues a pesar de que no se le ha resuelto con prontitud su solicitud de que se le conceda la libertad condicional a la cual cree tener derecho, tal situación se encuentra debidamente justificada. 

DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR LA SOLICITUD DE AMPARO INVOCADA por el señor GUILLERMO LEÓN ÚSUGA JARAMILLO, con base en la argumentación expuesta en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso, se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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